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Posted	on	22	de	junio	de	2016	por	Carles	Górriz	López

El	TJUE	se	ha	pronunciado,	el	26	de	mayo	de	2016,	sobre	una	cuestión	prejudicial	que	presentó	el	Tribunal	de	Apelación	de	Bruselas.	De	las
diferentes	cuestiones	planteadas	es	de	interés	el	tema	de	sí	un	Impuesto	belga	sobre	Organismos	de	Inversión	Colectiva	(OCI)	respondía	a	las
exigencias	que	se	desprenden	del	derecho	comunitario.

El	citado	Impuesto	tenía	como	objeto	de	gravamen	el	patrimonio	neto	que	podían	tener	entidades	de	inversión	colectiva,	tanto	nacionales	como
extranjeras,	en	territorio	belga.	Este	patrimonio	se	determinaba	por	las	participaciones,	negociadas	o	no	en	bolsa,	de	organismos	de	inversión
nacionales	o	extranjeros,	adquiridas	por	residentes	belgas.

El	demandante	del	litigio	principal	(NN	International)	defendía	que	el	tributo	era	incoherente	con	la	legislación	europea	en	tanto	violentaba,	a	su
parecer,	la	Directiva	69/335/CEE	del	Consejo,	de	17	de	julio	de	1969,	modificada	por	la	Directiva	85/303/CEE	del	Consejo,	de	10	de	junio,	y
también	infringía	la	Directiva	85/611/CEE	del	Consejo	de	20	de	diciembre.	La	primera	directiva	establece	el	marco	en	el	que	los	Estados
miembros	han	de	regular	impuestos	que	graven	la	transmisión	de	capital	por	diversos	motivos	(constitución,	transformación,	ampliación,
traslado	de	sede,	etc.)	entre	socios	y	sociedad.	La	segunda,	en	cambio,	tiene	por	objeto	armonizar	a	nivel	europeo	la	normativa	que	pueda
dictarse	en	torno	a	los	organismos	de	inversión	colectiva	de	valores	inmobiliarios.	De	forma	subsidiaria,	el	demandante	adujo	también	que	el
tributo	en	cuestión	podía	estar	infringiendo	el	Convenio	de	doble	imposición	entre	Luxemburgo	y	Bélgica.

Ciertamente,	con	esta	construcción	argumental	se	pone	de	manifiesto	que	el	demandante	está	siguiendo	la	técnica	de	‘disparar	contra	todo’
puesto	que,	por	un	lado,	se	intuye	que	entiende	que	el	tributo	es	indirecto	(de	ahí	la	alusión	a	la	Directiva	69/335/CEE)	y,	por	otro	lado,
considera	que	ha	de	aplicársele	un	convenio	internacional	propio	de	la	tributación	directa.

Este	aspecto	no	confunde	al	TJUE	que,	con	buen	criterio,	entiende	que	la	Directiva	no	puede	ser	aplicable	dado	que	regula	tributos	indirectos	y
no	abarca,	por	tanto,	el	tributo	belga	de	naturaleza	directa	pues	grava	el	patrimonio	de	las	OIC.	Al	mismo	tiempo	desestima	la	aplicación	de	la
segunda	directiva	en	tanto	que	no	regula	aspectos	fiscales.

La	regulación	desarrollada	en	materia	de	tributación	indirecta	no	es,	por	tanto,	el	elemento	fundamental	para	dirimir	la	cuestión.	El	TJUE	va	más
allá	pues	parte	de	la	base	del	carácter	directo	del	tributo	belga	y	lo	examina	de	forma	acorde	con	las	posibilidades	del	Tratado	de	la	Unión:	se
ha	de	ver	si	atenta	contra	las	libertades	de	libre	circulación	de	capitales	y	de	servicios.	No	es,	por	tanto,	posible	contrastarlo	con	concreta
regulación	tributaria	pues	no	goza	la	UE	de	la	necesaria	competencia	de	armonización	en	materia	de	tributos	directos.	El	análisis	se	ha	de
delimitar	a	ver	si	la	medida	tributaria	es	discriminatoria	de	forma	injustificada	o	si	disuade	del	ejercicio	de	los	derechos	europeos.

Concluye	el	TJUE	que	no	es	así	en	el	presente	caso.	El	Estado	belga	puede	establecer	un	tributo	que	grave	tanto	a	nacionales	como	extranjeros,
aunque	esto	suponga,	para	estos	últimos	una	mayor	tributación	pues	se	acumulará	a	la	que	ya	traen	desde	su	estado	de	residencia.	En	este
sentido	el	Tribunal	es	claro,	a	falta	de	normativa	que	armonice	este	aspecto	no	queda	más	remedio	que	permitir	que	cada	Estado	ejerza	su
poder	tributario	sin	estar	condicionado	por	los	demás	Estados	miembros.	La	única	limitación	posible	es	la	que	pudiera	derivarse	de	la	aplicación
de	los	derechos	y	libertades	comunitarios	como	es	el	caso	del	de	libre	circulación	de	mercancías	y	servicios.	Pero,	incluso	en	este	caso	cabe
hablar	de	un	necesario	equilibrio	con	el	interés	general	nacional	cuando	se	trata	de	preservar	las	capacidades	de	decisión	sobre	la	imposición
directa.

																																																															José	Antonio	Fernández	Amor
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